Poder Judicial de la Nación


CAUA N° 8435/2005

GODOY, JOSÉ ALBERTO C/ HIPÓDROMO ARGEN- 
JUZG. N° 4


TINO DE PALERMO S.A. S/ DAÑOS Y PERJUI- 
SECR. N° 7 

 
CIOS.

En Buenos Aires, a los  14   días del mes de junio de dos mil doce reunidos en acuerdo los señores jueces de la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, para conocer en los recursos interpuestos en autos: “GODOY, JOSÉ ALBERTO C/ HIPÓDROMO ARGENTINO DE PALERMO S.A. S/ DAÑOS Y PERJUI-CIOS”, respecto de la sentencia de fs. 754/767, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:



¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?



Practicado el sorteo resultó que la votación debía ser efectuada en el siguiente orden: señores Jueces de Cámara doctores Alfredo Silverio GUSMAN, Ricardo Víctor GUARINONI y Santiago Bernardo KIERNAN. 

A la cuestión planteada, el señor Juez de Cámara doc-tor ALFREDO SILVERIO GUSMAN dijo:
I. A fs. 754/767 luce lo resuelto por el Sr. Juez de la anterior instancia, que decide rechazar la demanda promovida por el Sr. José Alberto GODOY contra el HIPÓDROMO ARGENTINO DE PALER-MO S.A., -en adelante “Hipódromo” o “H.A.P.S.A.”-, la LOTERÍA NACIONAL –SOCIEDAD DEL ESTADO- y el ESTADO NACIONAL –MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL- tendiente al resarcimiento de los daños y  perjuicios ocasionados como consecuencia de la suspensión tempo-raria y la consecuente inhbilitación como entrenador para presen-tar caballos en los distintos hipódromos y el levantamiento de la sanción dispuesta por la Comisión de Carreras el día 19 de marzo de 1999. 



II. El sentenciante rechazó, en primer término, las ex- cepciones de falta de legitimación pasiva interpuestas oportuna-mente por los accionados como defensas de fondo. Ahora bien, pa-/ 

ra arribar a la solución del pleito tuvo en cuenta que en la causa penal instruida como consecuencia del hecho, se tuvo por comprobada la sustitución de los caballos y la utilización a ta-les fines de un certificado apócrifo de habilitación para correr. En lo relativo al pedido de suspensión de la medida dispuesta, advirtió que habiendo transcurrido -al momento de sentenciar- los ocho años de inhabilitación, sólo correspondía expedirse respecto de la pretensión inherente a los daños y perjuicios. Circuns-cripta así la cuestión a resolver, destacó que el hecho de que en sede penal no se hubiera dictado el procesamiento del actor, no constituye óbice para determinar la responsabilidad de éste fren-te a la administración que tenía a su cargo la organización de las competencias hípicas. En este sentido sostuvo que siendo el cuidador responsable directo y principal del cumplimiento de las disposiciones relativas a la presentación de sus caballos, las causas de exoneración de la responsabilidad debieron quedar de-mostradas en forma clara y contundente, circunstancia que no ocu-rrió en el “sub lite”. En razón de ello, concluyó en que la san-ción impuesta al Sr. GODOY fue consecuencia de su propia conducta discrecional, dado que aún cuando aquél tuvo la posibilidad cier-ta de negarse a ratificar la presentación de un pura sangre de carrera que desconocía y denunciar la irregularidad ante las au-toridades, no lo hizo. Añadió que tampoco se arrimó a la causa, prueba alguna tendiente a acreditar la arbitrariedad de la san-ción aplicada por la Comisión de Carreras, con sustento en lo dispuesto por el art. 13, inc. IX, del Reglamento General de Ca-rreras. Por último, rechazó el planteo de inconstitucionalidad de la referida norma.   



III. El accionante articuló la presentación de fs. 779, exponiendo sus agravios a fs. 790/803. En dicha pieza aduce que: a) No habiendo sido el Sr. GODOY procesado en sede penal, debió ser el demandado el encargado de probar los hechos y el quantum de la sanción. En tal sentido, el “a quo” prescindió de conside-/
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rar que el actor negó su participación en el acontecimiento; b) Aún de reconocerse la autoría del demandante en el hecho que se le imputó, el Magistrado de la Primera Instancia omitió expedirse respecto de la irrazonabilidad y desproporcionalidad de la san-ción aplicada, configurándose aquélla en una disposición arbitra-ria en tanto no se funda en ninguna pauta jurídica; c) El sen-tenciante no dio tratamiento a la inconstitucionalidad de los arts. 1, 5, 6, 13, 14, 20 y 31 del Reglamento General de Carre-ras, limitando su veredicto a la remisión de los fundamentos esbozados por el Fiscal Federal en su dictamen; d) En cuanto a la imposición de costas, deberían ser abonadas por los demandados en virtud del principio objetivo de la derrota.   



Estos agravios fueron replicados a fs. 835/837 por la Lotería Nacional y a fs. 839/847 por H.A.P.S.A.



El Hipódromo Argentino de Palermo S.A. apeló a fs. 776, expresando sus agravios a fs. 809/816 los que se encuentran dirigidos a cuestionar el rechazo de las excepciones de falta de legitimación pasiva y prescripción, como asimismo la imposición de costas efectuada por el “a quo”.



Corrido el traslado pertinente, la accionante contesta las quejas a tenor de lo que surge del escrito de fs. 820/829.



Debe recordarse que de conformidad con lo dispuesto en la providencia obrante a fs. 848, el recurso interpuesto a fs. 772 por la Lotería Nacional quedó desierto, en virtud de lo normado por el artículo 265 del Código Procesal.


IV. Para una mejor comprensión del asunto, haré un bre-ve relato de las circunstancias fácticas más relevantes que die-ron lugar al inicio del pleito:



4.1. En la jornada del 19 de marzo de 1999 programada en el Hipódromo Argentino de Palermo, en la primera carrera de la reunión n° 26 resultó ganador el caballo n°6, “Pago Viejo”, presentado por el entrenador José A. GODOY. 



4.2. Luego de una investigación interna formulada en el Hipódromo por presuntas anomalías en torno al caballo en cues-tión, el Dr. Alberto CHAVES del Stuck Book certificó que el caballo retenido no concordaba con las señas de la ficha de fi-liación original del equino mencionado (ver fs. 90).



4.3. Como consecuencia de la denuncia del Presidente de la Comisión de Carreras, en sede penal se tuvo por comprobada la sustitución de caballos señalada y la utilización, a tales fines, de un certificado apócrifo de habilitación para correr, suscripto por el aquí accionante (ver fs. 302/307 de la causa penal n° 27.044/1999, que en este acto tengo a la vista).   



4.4. En razón de los hechos mencionados, el día 10 de abril de 1999 la Comisión de Carreras del Hipódromo de Palermo, mediante el acta n° 351, dispuso la inhabilitación -por el término de ocho años- del entrenador José Alberto GODOY, de conformidad con lo establecido en los artículos 1, 5, 6, 13, 14, 20, 31 y concordantes del Reglamento General de Carreras. 



4.5. Como consecuencia de la sanción impuesta, el día 2 de abril de 2004 el Sr. GODOY promovió la presente demanda, a fin de que se deje sin efecto la inhabilitación dispuesta y se le abonen los daños y perjuicios derivados de la cesación en su actividad.  



V. Como punto de partida, corresponde analizar lo rela-tivo al rechazo de las excepciones articuladas como defensas de fondo por el Hipódromo. 



En primer lugar es preciso señalar -respecto de los planteos aludidos-, que corresponderá comenzar con el tratamiento de la excepción de falta de legitimación pasiva para obrar in-terpuesta, en razón de que a través de ella se cuestiona su cua-lidad o aptitud para estar en juicio, emanada del vínculo jurídi-co sustancial, en función de la identificación de los sujetos de la relación de fondo, (conf. COLOMBO C.J. “Código Procesal Civil y Comercial - Anotado y Comentado”, T. III, pág. 241) y por /////
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ello de análisis prioritario, pues la invocación de otras de-fensas que obsten al progreso de la acción exige como presupuesto un estado de legitimación válido (conf. esta Sala, causa 3521 del 02/10/74).


Sentado lo expuesto, en una primera aproximación al asunto, cabe recordar que la legitimación para obrar alude a la coincidencia que debe existir entre las personas que efectiva-mente actúan en un proceso determinado, con las habilitadas ESPE-cialmente por la ley para asumir la calidad de actor o demandado en relación a la concreta materia sobre la que versa el li​tigio.


El Hipódromo plantea la defensa de legitimación pasiva, puntualizando que mal puede la actora destinar su reproche contra quien no resulta el autor de la sanción que se impugna. En efec-to, aduce que su parte sólo detenta la concesión para la explota-ción de la actividad hípica en el predio de Palermo y se encuen-tra obligada a acatar las resoluciones que dicta la Comisión de Carreras del Hipódromo. En ese sentido, apunta que fue éste úl-timo órgano el encargado de dictar la inhabilitación impuesta al Sr. José Alberto GODOY, sin intervención alguna de su parte y en estricto cumplimiento de las funciones que le confiere el Regla-mento General de Carreras. Es por ello que deviene ineludi​ble centrar el análisis pertinente sobre las normas que rigen la ma-teria y la consecuente autoría del acto administrativo cues-tionado, pues ello ayudará a determinar la aptitud de H.A.P.S.A. para ser demandado en la causa.



 En razón de lo expuesto, es preciso señalar las previ-siones contenidas en el Decreto N° 2078/55 y el Reglamento de Carreras en lo relativo a la explotación, dirección y administra-ción de los hipódromos y las concernientes facultades discipli-narias inherentes a las actividades hípicas. 



En lo que aquí interesa, la referida norma dispone en su art. 2 que corresponde a la Lotería de Beneficencia Nacional y Casinos: “aprobar el Reglamento Interno y el Reglamento General /

de Carreras que regirán las actividades hípicas de los hipódromos de su dependencia y de los patrocinados”; “otorgar licencias profesionales de cuidadores, jockeys, herradores y otros profe-sionales del turf y extender las autorizaciones respectivas para la actuación del personal de caballeriza”; “suspender o cancelar las licencias y reconocimientos otorgados”; “sancionar con las penas de amonestación, suspensión, inhabilitación y descalifica-ción a los propietarios, profesionales y a toda otra persona vinculada al turf, de acuerdo con lo que establezca el Reglamento General de Carreras…” (conf. incisos a), d), f) y g). 


A su turno, el decreto en su art. 3 prevé que “depen-diente de la Lotería de Beneficencia Nacional y Casinos, funcio-nará una Comisión de Carreras...”, estableciendo asimismo, la forma de constitución de tal órgano. Por último, dispone en su art. 6 que el Reglamento General de Carreras, establecerá las funciones de la Comisión. 



Ahora bien, entre las previsiones inherentes a las atribuciones aludidas, el Reglamento regula en su art. 13 las fa-cultades sancionatorias que ésta posee en su carácter de órgano de control de las actividades hípicas. Del texto de la norma, puede leerse que en su inciso II dispone que: “cuando la conducta de un cuidador o la forma en que hubieren corrido sus caballos no satisficiere a la Comisión, podrá serle retirada o suspendida la licencia por el tiempo que se estime conveniente...”. 



Del juego armónico que se presenta entre las dos normas apuntadas, queda claro entonces que la Comisión de Carreras no es un ente que dependa de la sociedad codemandada, la que como con-cesionaria de la explotación del Hipódromo de Palermo debe obser-var y aplicar el Reglamento General de Carreras, respetando como consecuencia de ello, las disposiciones de la Comisión de Carre-ras en ejercicio de su competencia de fiscalización y juzgamiento (conf. C.N.Civ., Sala K, “Ahumada, Cosme Humberto c/ Hipódromo Argentino de Palermo S.A. s/ daños y perjuicios”, del 21/04/08). 



En razón de lo expuesto, difiero del temperamento asu-/
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mido por el “a quo” quien, haciendo mérito a las cartas documento obrantes a fs. 90/91, 126/127 y las comunicaciones cuyas copias lucen a fs. 102, 125 y 142, determinó que “en apariencia” la Co-misión no constituye un ente jurídico que actúe fuera del ámbito formal del Hipódromo Argentino (ver fs. 761 vta.). Ello así, pues aún cuando resulta cierto que las misivas cursadas al actor lo fueron con logos e isotipos relativos al Hipódromo, no puede des-conocerse que del propio texto de la norma surge que la Comisión resulta un órgano dependiente de la Lotería Nacional. 



En igual sentido, tampoco parece válido el argumento esbozado por el accionante en su presentación de fs. 820/829 para atribuir la legitimación pasiva al Hipódromo, basado en que la mayoría de miembros que aquél puede proponer para la conformación de la Comisión (ver fs. 824 vta.), pues la intervención de dichos sujetos en la constitución del ente aludido surge expresamente del texto del artículo 3 de la Resolución 695/92 del Ministerio de Salud y Acción Social. En ese sentido, la norma prevé que cinco de los nueve integrantes del órgano referido podrán ser propuestos por H.A.P.S.A. En tal entendimiento, resulta inadmisi-ble pretender atribuir la legitimación para ser demandado por el sólo hecho de argüir la eventual mayoría que podrían lograr sus representantes en la toma de decisiones, sin advertir, como ya se ha explicitado que se trata de un ente diferente contra quien indefectiblemente debe dirigirse la acción.


De esta forma, no cabe más que concluir en que no se trata de una misma persona jurídica, ni de una unidad que dependa funcionalmente del concesionario. En razón de ello, corresponde revocar el pronunciamiento apelado en este sentido, haciendo lu-gar a la defensa de legitimación pasiva interpuesta por H.A.P. S.A. 



Por último, en atención al modo en que se resuelve la cuestión introducida por el Hipódromo, no corresponde adentrarse al tratamiento de la restante excepción planteada por aquél  coaccionado. 



VI. Entrando a conocer las quejas que propone el actor, me ocuparé, en primer término, de la alegación esbozada por aquél en cuanto a que debió ser el demandado el encargado de probar los hechos y el quantum de la sanción. Al respecto, es dable adelan-tar que el agravio propuesto importa tan sólo una manifestación de disconformidad con lo resuelto por el “a quo”, lo cual, no satisface el requisito del art. 265 del Código Procesal. Y es que de la exposición de sus dichos no se entiende la base fáctica o normativa que lo lleva a sostener la inversión de la carga pro-batoria.



Dicho ello, advierto que no coincido con el enfoque sobre el “onus pobandi” que postula el accionante, pues corres-ponde al solicitante acreditar la invalidez de los fundamentos de la resolución impugnada.


Cabe recordar que -como ha sido sostenido en la sen-tencia de grado-, la decisión de la Comisión de Carreras consti- tuíye un acto administrativo que, como tal, goza de la presunción de legitimidad (art. 12 de la Ley N° 19.549), la cual debe ser desvirtuada por el demandante que lo impugna judicialmente. Es decir, en autos el accionante debía demostrar los presupuestos necesarios para invalidar el acto, y de esta forma probar que la decisión objetada resultó infundada a la luz de las normas que regulan la materia. Se ha dicho que una de las consecuencias de la presunción de legitimidad del acto administrativo es que re-sulta necesario, siempre; alegar y probar la ilegitimidad de éste (conf. COMADIRA, Julio Rodolfo, “Algunos aspectos de la teoría del acto administrativo”, pub. en J.A. 1996-IV, 750), habiendo señalado la Corte que no basta para enervar tal presunción, la sola manifestación de voluntad de los interesados (Fallos: 250:36). 


Por lo demás, agrego que la circunstancia de que se haya tenido por habilitada la instancia en los términos que lucen en la sentencia recurrida (ver en especial fs. 758/760) -extremo éste que no he valorado por no haberse introducido como agravio,/
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y siendo que, como se verá, de todos modos la pretensión deducida en autos es improcedente en lo sustancial-, no obsta meritar la actitud asumida por el actor en sede administrativa, consintiendo el acto. Es decir, parecería extraño que el accionante pretenda desconocer -mediante la promoción de una demanda judicial- el hecho que dio origen a una sanción de inhabilitación para ejercer su profesión, luego de transcurridos cinco años de aquélla y no habiéndose objetado, oportunamente, los motivos que llevaron a la Comisión a adoptarla.



No puedo dejar de observar que si el daño fue oca-sionado por una sanción que GODOY consideraba nula, debió haberla cuestionado antes, en la propia sede administrativa. Es inad-misible una acción que procure obtener el reconocimiento de cré-ditos incompatibles con lo dispuesto en un acto cuya validez no puede ser revisada, pues no resulta atendible que un acto con-sentido sea el título de una indemnización (conf. C.S.J.N., Fallos: 319:1476, “Alcántara Díaz Colodrero”; Cámara de Apela-ciones en lo Contencioso Administrativo Federal en pleno “Petrac-ca c/ E.A.M.” del 24/04/86, pub. en Fallos Plenarios, Rev. R.A.P. N° 401, pág. 150).



VII. Por otra parte, el hecho de que en la sede cri-minal no se haya adoptado ningún temperamento sancionador, nada influye en el presente proceso. Se ha sostenido que las penas previstas para los delitos y la potestad sancionadora adminis-trativa operan en planos diferentes, por lo tanto, son indepen-dientes y autónomos entre sí (conf. MARIENHOFF, Miguel S., “Tra-tado de Derecho Administrativo”, t° IV, pág. 427); y además hay extremos que resultan irrelevantes en la instancia penal, pero no en sede administrativa (conf. Tribunal Superior de Justicia de la Pcia. De Córdoba, 06/05/2004, “Gilabert”, con cita de RODRÍGUEZ MORO, “Deberes, faltas y sanciones de los funcionarios municipal-les”, España, págs. 123 y subsiguientes y 1064). Máxime cuando, /

al margen del resultado final, en la causa penal quedó demostrado que la certificación de habilitación para participar en la com-petencia era apócrifa (fs. 302/307 de la causa sustanciada bajo número 27.044/99).


VIII. Habiendo concluido en que la conducta del Sr. GODOY era pasible de reproche, ingresaré a analizar la magnitud de la sanción cuestionada.


En una primera aproximación, cabe recordar que el prin-cipio de proporcionalidad ha sido definido por la doctrina como “una correspondencia entre la infracción y la sanción, con inter-dicción de medidas innecesarias o excesivas” (conf. GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás Ramón, “Curso de Derecho Ad-ministrativo”, Ed. Civitas, T. II, p. 175; en idéntico sentido, NIETO, Alejandro, “Derecho Administrativo Sancionador”, Ed. Tec-nos, p. 242 y ss.).


En ese orden de ideas, puede decirse que el exceso provendrá de una concreta ausencia de adecuada proporción entre la sanción impuesta –contenido del acto- y el comportamiento ob-servado –causa de la decisión-. El exceso de punición se confi-gura, en este primer intento aproximativo a un ensayo de concep-tualización, como un supuesto de falta de adecuada proporciona-lidad entre la sanción aplicable o aplicada y una conducta san-cionable o sancionada según se trate, respectivamente, del vicio en el plano normativo o en el acto particular de aplicación (conf. COMADIRA, Julio R., “El exceso de punición como vicio del acto administrativo” en “Derecho Administrativo”, Ed. Abeledo Perrot, p. 83 y ss.). 



Asimismo, autorizada doctrina ha señalado que la san-ción administrativa ha de respetar el principio de proporcio-nalidad entre la pena prevista en la norma y la conducta del agente, sobre la base de la regla de la razonabilidad, cuya valo-ración debe responder a la realización del bien jurídico tutelado y su significado social, que configura la finalidad perseguida //
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por la ley. Este vicio en el procedimiento administrativo de carácter sancionatorio, traduce una nulidad absoluta y, al afec-tar la proporcionalidad inherente al objeto del acto que impone la sanción, vulnera la garantía innominada de razonabilidad prevista en los artículos 28 y 33 de la Constitución Nacional (conf. MARIENHOFF, Miguel S., “El exceso de punición como vicio del acto jurídico de derecho público”, LL 1989-E, 963).



En el ordenamiento administrativo el citado principio encuentra fundamento en el artículo 7º, inciso f), de la Ley Nº 19.549 en cuanto establece que “las medidas que el acto involucre deben ser proporcionalmente adecuadas a aquella finalidad”.



IX. Sentadas así las pautas, corresponde determinar si la sanción aplicada al Sr. GODOY, quebranta el principio de pro-porcionalidad mencionado. 



En primer término, es válido recordar que la inhabili-tación impuesta por la Comisión de Carreras al aquí accionante, lo fue en uso de las prerrogativas que le confiere a dicho ente el art. 13 del Reglamento de Carreras. Sobre este punto, recuerdo que la norma referida establece como penalidad ante el caso de incumplimiento del entrenador la inhabilitación permanente o la suspensión de la licencia por el tiempo que la referida Comisión estime conveniente. 



De este modo, debe concluirse en que entre las dos sanciones previstas en la normativa, el ente optó por la más be-nigna a favor del involucrado. Y, desde otra óptica, la misma disposición le dispensa a la Comisión la discrecionalidad en la fijación del quantum de la suspensión. Dicho esto, no parece arbitrario el plazo de suspensión por el término de ocho años (ver fs. 90/91), si se tiene en cuenta la participación del Sr. GODOY en la confección de un certificado apócrifo y la inscrip-ción para permitir el ingreso a la carrera de un equino S.P.C. (caballo sangre pura de carrera), participándolo como el S.P.C. /

“Pago Viejo”, cuando en realidad se trataba de otro caballo.  



Para arribar a dicha conclusión, ponderó -al igual que lo hizo mi colega de la anterior instancia-, que la actividad hípica tiene una doble finalidad; que hace, por un lado, a la conservación y mejora del ganado equino; y por el otro, se trata de una actividad lúdica en la que se invierten grandes sumas de dinero. Por ello, debe exigírsele a los sujetos intervinientes en la actividad un máximo de responsabilidad en la custodia de los animales y de todos los elementos necesarios para garantizar su seriedad y transparencia (conf. C.N.Cont.Adm.Fed., Sala IV, “Ma-ver Aldo Roberto c/ Ministerio de Salud y Acción Social s/ proceso de conocimiento” del 30/04/08). De esta forma, no puede negarse la especial confianza que supone el actuar de los orga-nizadores e integrantes de este tipo de prácticas en el público, pues en ello se asienta la credibilidad en el desarrollo de la actividad. 



Dado que el acto administrativo contenido en el Acta N° 351 no presenta vicios que lo invaliden, la pretensión indem-nizatoria basdada en su ilegitimidad no puede ser aceptada. 


X. Por último, no sin antes recordar que la declaración de inconstitucionalidad constituye la más delicada de las fun-ciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, ya que configura un acto de suma gravedad y no debe recurrirse a ella sino cuando una estricta necesidad lo requiera; cabe hacer notar, en cuanto a la tacha esgrimida contra los arts. 1, 5, 6, 13, 14, 20 y 31 del Reglamento General de Carreras, que el plan-teo enderezado a cuestionarlos carece de la entidad jurídica ne-cesaria para invalidar las disposiciones atacadas, pues la escue-ta y genérica alegación de inconstitucionalidad de aquéllos, desprovista de todo sustento jurídico, no basta para que este Tribunal ejerza una función que la Corte Suprema de Justicia ha considerado reiteradamente como la ultima ratio del orden jurí-dico (Fallos: 285:322; 328:2567; 330:3.538, entre otros). El ac-/
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tor practica una suerte de enunciación de postulados constitu-cionales sin relacionarlos de manera directa con lo debatido en la causa.



Sin perjuicio de lo expuesto, debe señalarse que no puede ponerse en discusión la validez constitucional de la potes-tad sancionadora de la Administración, en la medida que lo deci-dido por aquélla sea materia de revisión judicial suficiente (conf. C.S.J.N., 19/09/60 “Fernández Arias c/ Poggio s/ suce-sión”, Fallos: 247:646) y que, ante la resistencia del sancionado en acatarla, no pretenda la Administración cumplirla por sus propios medios sin acudir a una decisión judicial que lo disponga (arg. art. 18 de la Constitución Nacional, art. 12 de la Ley N° 19.549, C.S.J.N., 28/04/1988, “Lapiduz”, Fallos: 321:1043). Por cierto, si en la situación de autos esa revisión judicial no se produjo fue porque el Sr. GODOY no tuvo voluntad de impugnar la sanción que se le impuso.  

XI. En mérito a lo expuesto, voto por:


11.1 Modificar la sentencia apelada, haciendo lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva interpuesta por el Hipódromo Argentino de Palermo S.A., con costas en ambas instan-cias a la actora que resulta vencida (art. 68 del Código Proce-sal). 


11.2 Confirmar lo resuelto en cuanto al fondo de la cuestión, rechazándose la demandada entablada contra la Lotería Nacional –Sociedad del Estado- y el Estado Nacional –Ministerio de Desarrollo Social-. Con costas, en atención al principio de derrota (art. 68 del Código Procesal).

 

El señor Juez de Cámara doctor Ricardo Víctor Guari-noni, no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia (art. 109 del R.J.N.).
El señor Juez de Cámara doctor Santiago Bernardo Kier-/

nan, por razones análogas a las expresadas por el doctor Alfredo Silverio Gusman, adhiere a las conclusiones de su voto.

Con lo que terminó el acto. ALFREDO SILVERIO GUSMAN - SANTIAGO BERNARDO KIERNAN -.
Es copia fiel del acuerdo original que obra en las páginas n°      folio n°      tomo n°  del Libro de Acuerdos de la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal. 

Buenos Aires,   

 junio de 2012.



Y VISTOS: por lo que resulta del Acuerdo que antecede, téngase por resolución de la Sala lo propuesto en el punto IX del primer voto.

 

Regístrese, notifíquese y devuélvase.







  ALFREDO SILVERIO GUSMAN


 SANTIAGO BERNARDO KIERNAN
